PRECIO GLOBAL – Contrato Estatal – Remuneración – Suma fija – Costos directos – Costos Indirectos – Obligaciones mutuas
La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que los contratos de obra por precio global son aquellos en los que el contratista, a cambio de las prestaciones que se compromete a cumplir, obtiene como remuneración una suma fija, siendo el único responsable de la vinculación de personal, de la elaboración de subcontratos y de la obtención de materiales, incluyéndose en el precio todos los costos directos e indirectos en que incurra en la ejecución de la obra. […] los contratos de obra a precio global el valor establecido es vinculante y genera, por lo mismo, obligaciones mutuas, pues señala la contraprestación a la que tiene derecho el contratista por su trabajo, pero, a su vez, supone la obligación de ejecutar la totalidad de la obra por ese precio.
EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL CONTRATO – Incumplimiento contractual – Alcance – Condiciones convenidas
En distintas oportunidades esta Sala se ha ocupado de delimitar el alcance y el contenido de las figuras del equilibrio económico del contrato y del incumplimiento contractual, con el inequívoco propósito de precisar que, pese al tratamiento similar que se les ha brindado por diferentes sectores de la academia, la doctrina y la jurisprudencia, lo segundo no constituye una causa de lo primero. 

En ese sentido ha sostenido que dicha equivalencia puede verse afectada ya fuere por factores externos a las partes cuya ocurrencia se enmarca dentro de la teoría de la imprevisión o por diversas causas que pueden resultar  atribuibles a la Administración por la expedición de actos en ejercicio legítimo de su posición de autoridad, los cuales han sido concebidos por la doctrina como ‘Hecho del Príncipe’ o ‘Ius variandi’, dependiendo de la entidad de donde emanen, pero que no se derivan de la conducta antijurídica del extremo público contratante. 
Contrario sensu, el incumplimiento contractual supone la inobservancia de las obligaciones contraídas por virtud de la celebración del acuerdo negocial, infracción que bien puede cristalizarse por cuenta del cumplimiento tardío o defectuoso de las condiciones convenidas o por el incumplimiento absoluto del objeto del contrato. Cabe agregar que la configuración del incumplimiento no solo se presenta por la inobservancia de las estipulaciones contenidas en el texto contractual, sino en todos los documentos que lo integran, tales como los pliegos de condiciones o términos de referencia que, por regla general, fungen como soportes de la formación del vínculo jurídico. Así mismo tiene ocurrencia cuando la actuación de las partes desconoce el catálogo de principios que orientan la contratación estatal y que igualmente se entienden incorporados en la relación jurídica bilateral. 

ACUERDO NEGOCIAL – condiciones convenidas – Noción – Áleas anormales
Conviene agregar que, si bien la modalidad de pago pactada en el contrato no se opone a que el contratista reclame para sí la preservación de la simetría prestacional del contrato y el mantenimiento de su equilibrio financiero, lo cierto es que el rompimiento del equilibrio financiero del contrato no se produce simplemente porque el contratista deje de obtener utilidades o porque surjan mayores costos para solucionar las obligaciones a su cargo, pues debe probarse que soportó áleas anormales por circunstancias que no eran imputables a él y que se salían del ámbito de su control.
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN A
Consejera ponente: MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO

Bogotá, D. C., veintisiete (27) de agosto de dos mil veintiuno (2021)
Radicación número: 15001-23-26-000-2009-00778-01(44806)
Actor: XIE S.A., AULI FERNANDO VELANDIA MEDINA Y JAIME VARGAS GALINDO
Demandado: INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO
Referencia: ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES (APELACIÓN SENTENCIA)
Temas: CONTRATO A PRECIO GLOBAL – el valor establecido en este tipo de contratos es vinculante y genera obligaciones mutuas, pues señala la contraprestación a la que tiene derecho el contratista por su trabajo, pero, a su vez, supone la obligación de ejecutar la totalidad de la obra por ese precio / EQUILIBRIO ECONÓMICO – la modalidad de pago a precio global para la realización de una obra no se opone a la aplicación del principio del equilibrio financiero.
La Sala procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia del 28 de marzo de 2012, proferida por la Subsección B de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda
. 
I. SÍNTESIS DEL CASO
En la demanda se afirmó que el contratista tenía derecho a que el IDU, a título de restablecimiento del equilibrio económico del contrato, le reconociera y le pagara el valor de las cantidades de obra ejecutadas en la mayor área que intervino para la construcción y el mantenimiento de las vías ubicadas en las localidades de Santa Fe, Bosa, Kennedy, Puente Aranda, Rafael Uribe Uribe y Ciudad Bolívar. 
II. A N T E C E D E N T E S
1. La demanda 


En escrito presentado el 24 de septiembre de 2009, la sociedad XIE S.A. y los señores Auli Fernando Velandia y Jaime Vargas Galindo, quienes integraron el consorcio Construlíderes, por conducto de apoderado judicial y en ejercicio de la acción contractual, interpusieron demanda en contra del Instituto de Desarrollo Urbano -en adelante IDU-, con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas (se transcribe forma literal, incluso con posibles errores):
PRIMERA PRETENSIÓN DECLARATIVA

2.1. Que se declare que por causas ajenas al consorcio, y propias de la entidad contratante, se rompió el equilibrio financiero del contrato de obra número 257 del 22 de diciembre de 2003 y sus adicionales, celebrado por la partes para la ejecución a precio global, de las obras requeridas para la CONSTRUCCIÓN Y MANTENIMIENTO DE ACCESO A BARRIOS Y PAVIMENTOS LOCALES CUARTA ETAPA EN VARIAS LOCALIDADES, EN BOGOTÁ D.C., de acuerdo con la descripción, especificaciones y demás condiciones establecidas en el pliego de condiciones, en especial las estipuladas en el capítulo 4, apéndices A, B, D, E, F, G, H, la propuesta presentada el 13 de noviembre de 2003, por causa de la mayor área realmente intervenidas por el contratista, según las construcciones de la contratantes. 
SEGUNDA PRETENSIÓN DECLARATIVA

2.2. Que se declare que el demandante tiene derecho a que se le pague por la entidad contratante demandada el valor de la diferencia entre el área inicial contratada y el área real intervenida que equivale a 2.284,44 metros cuadrados por la suma de TRESCIENTOS CINCO MILLONES TRESCIENTOS UN MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS MCTE. ($305’301.451) no pagada por la demandada, más los intereses de mora desde el (8) de mayo de 2005, fecha de entrega de la etapa de construcción, a la tasa del 12% anual sobre el valor actualizado del IPC, esto es en total, la suma aproximada de QUINIENTOS UN MILLONES DE PESOS MCTE ($501’000.000).
Como consecuencia, se solicitó que se condenara al IDU a pagar a los demandantes la suma de $501’000.000, correspondiente al valor de la diferencia entre el área inicial contratada y el área real intervenida. 

2. Los hechos

Como fundamentos fácticos, en síntesis, se narraron los siguientes:

El IDU abrió la licitación pública No. IDU-LP-DTMV-053-2003, con el objeto de contratar la construcción y el mantenimiento de acceso a barrios y pavimentos locales, cuarta etapa, en varias localidades de Bogotá. En el pliego de condiciones, concretamente en el capítulo 4, apéndice A, se señaló que el IDU suministraría al contratista los estudios y los diseños de las vías, además de que se indicó que las obras se ejecutarían en las localidades Chapinero, Engativá, Fontibón y Suba, en un área aproximada de 10.938 metros cuadrados. 
Ante la insistencia de algunos oferentes relacionadas con la aclaración de los pliegos de condiciones, el IDU expidió la adenda No. 2, en la que precisó que las obras de construcción debían ejecutarse en las localidades Santa Fe, Bosa, Kennedy, Puente Aranda, Rafael Uribe Uribe y Ciudad Bolívar, en un área aproximada de 17.176 metros cuadrados. 
Mediante Resolución 13640 del 17 de diciembre de 2003, el IDU adjudicó la licitación al consorcio Construlíderes. El respectivo contrato de obra No. 257 fue suscrito el 23 de diciembre de 2003, cuyo valor se pactó en la suma global de $2.207’413.413, discriminado así: (i) $1.282’321.235 para las obras de construcción; (ii) 89’580.895 para el plan de manejo ambiental; (iii) $59’508.501 para el plan de manejo de tráfico, señalización y desvíos y (iv) $732’196.729 para redes de servicios públicos y (v) $43’806.053 para las obras de mantenimiento. 
El plazo de ejecución del contrato se pactó en un término de 32 meses, que debía contarse a partir de la suscripción del acta de inicio de las obras. Ese lapso se dividió así: los primeros 8 meses para la etapa de construcción y los 24 restantes para la de mantenimiento. Según la demanda, el acta de iniciación se firmó el 8 de marzo de 2004 y las partes acordaron dos modificaciones que prorrogaron el plazo.

Se señaló que, antes de comenzar con la etapa de construcción, el consorcio Construlíderes “observó con sorpresa” la variación de las cantidades de obra con ocasión de un aumento del área de construcción, razón por la cual dicha figura asociativa, mediante comunicación IDU257-03-008-04 del 13 de febrero de 2004, le manifestó tal situación al IDU y al interventor, y advirtió que el área total de las vías objeto del contrato sumaba alrededor de 20.490 metros cuadrados y no los 17.176 metros cuadrados indicados en los pliegos de condiciones. Según se dijo, desde ese día se cruzaron varias comunicaciones en el mismo sentido.
Se sostuvo que el área real de las vías ubicadas en los barrios de las localidades Santa Fe, Bosa, Kennedy, de Puente Aranda, de Rafael Uribe Uribe y Ciudad Bolívar era de 20.357 metros cuadrados y que la interventoría así lo reconoció. 

En atención a las instrucciones impartidas por la interventoría y debido a la intención del IDU de iniciar un procedimiento sancionatorio, el consorcio acometió la intervención de todas las vías, a pesar de la diferencia entre el área de construcción indicada en los pliegos de condiciones y la realmente identificada durante la ejecución del negocio. Se indicó que, en distintas oportunidades, el consorcio le solicitó al IDU el reconocimiento y el pago (i) de las obras adicionales que tuvo que ejecutar para cumplir las exigencias de la entidad y (ii) de los costos que generó la intervención de una mayor área a la indicada en los pliegos de condiciones. 
El 15 de abril de 2005 se firmó el acta No. 24 de vencimiento del plazo de la etapa de construcción y el 8 de mayo del mismo año se suscribió el acta No. 25 de recibo final de las obras. Según la demanda, en ambos documentos el consorcio incluyó salvedades con el fin de reservarse el derecho a reclamar el reconocimiento y el pago de la diferencia entre el área inicial indicada por el IDU y el área realmente intervenida. Asimismo, se destacó que, el 31 de octubre de 2005, se firmó el acta No. 30, en la que las partes acordaron el pago de las obras complementarias ejecutadas por el consorcio a solicitud del IDU, documento en el cual dicha figura asociativa también plasmó la respectiva salvedad en los mismos términos, en tanto, según se dijo, no le reconocieron las mayores áreas ejecutadas.
El 9 de abril de 2007 se suscribió el acta de terminación del contrato y, posteriormente, el 11 de agosto de 2009, se firmó el acta No. 41 de liquidación bilateral del negocio jurídico, en la que el consorcio consignó una salvedad expresa para reservarse el derecho a reclamar el “(...) el reconocimiento y pago de la diferencia entre el área inicial del contrato y el área real intervenida que equivale a 2.283,44 m2 por un valor de $305.301.154. Lo anterior teniendo en cuenta la comunicación 269-286-04 emitida por la Interventoría el 25 de octubre de 2004”.
A juicio de la parte actora, el IDU desconoció lo dispuesto en los artículos 4, 5, 14 y 28 de la Ley 80 de 1993, normas que reconocen al contratista el derecho a que se mantenga la equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar. Adicionalmente, en la demanda se citaron algunas sentencias del Consejo de Estado y textos de la doctrina sobre la institución del equilibrio financiero del contrato estatal. 
3. Contestación de la demanda
El IDU contestó la demanda para oponerse a sus pretensiones. Sostuvo que, a diferencia de las obras complementarias que se reconocieron al consorcio Construlíderes en el acta No. 30 de octubre 31 de 2005, la mayor área intervenida no supuso una alteración del equilibrio financiero del contrato, pues el contratista asumió el riesgo de mayores cantidades de obra al haber pactado un precio global fijo para remunerar las actividades de construcción. 

Adicionalmente, advirtió sobre la “improcedencia del reconocimiento de la diferencia de las áreas reales intervenidas vs áreas contempladas en el pliego de condiciones”, por cuanto el área de construcción que el IDU indicó en los pliegos de condiciones era aproximada y que los estudios y los diseños con base en los cuales se calculó estuvieron a disposición de los proponentes para su consulta y que, por tal razón, la solicitud de reconocimiento de la mayor área intervenida solo era procedente si se demostraba que la descripción de la vías no permitía inferir, con meridiana exactitud, la cantidad real de metros cuadrados que debían intervenir, lo cual, según dijo, hasta el momento no había sido acreditado por el contratista
.
3.1. Concluido el período probatorio, el Tribunal a quo, mediante auto del 25 de enero de 2012
, corrió traslado a las partes para que presentaran sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto de fondo.
La parte demandante hizo referencia al material probatorio recaudado en el proceso e insistió en lo alegado en la demanda
. La entidad demandada reiteró los argumentos plasmados en la contestación
 y el Ministerio Público guardó silencio. 
4. La sentencia de primera instancia
El Tribunal a quo, mediante sentencia del 28 de marzo de 2012
, negó las pretensiones de la demanda.

Consideró que para resolver el fondo del asunto debía determinarse si en el contrato de obra No. 257 de 2003 existió o no un desequilibrio económico, con el propósito de establecer si al contratista se le debía reconocer el valor correspondiente a 2.383,44 metros cuadrados, relativo a las mayores áreas intervenidas, al cual se hizo alusión en la salvedad expresa que se plasmó en el acta de liquidación.
Revisado el material probatorio, el a quo se preguntó si el alegado desequilibrio por mayor área intervenida se había restablecido con el acta No. 30 del 31 de octubre de 2005, en la cual se reconocieron obras complementarias. Seguidamente, con apoyo en el oficio del 27 de octubre de 2004 que dirigió el consorcio al IDU y en el concepto técnico del IDU del 18 de abril de 2005, sostuvo que con dicha documento sí se reconoció lo pretendido por la parte actora, toda vez que, según señaló, de esos documentos se desprendía que la causa del reconocimiento que se hizo en el acta No. 30, consistente en las deficiencias que se presentaron en los diseños del proyecto, fue la misma que originó la reclamación por mayores áreas intervenidas. 
Agregó que no era procedente el reconocimiento pretendido en la demanda, pues, además de haberse suscrito el acta No. 30, el valor del contrato se pactó bajo la modalidad de precio global, razón por la cual el oferente, en el proceso licitatorio, requería de una mayor diligencia a la hora de evaluar los costos directos e indirectos en los que incurriría para la ejecución de la obra, con el propósito de presentar una oferta acorde.

Por otra parte, el Tribunal a quo señaló que hubo problemas en la planeación del contrato por las adiciones que se hicieron al poco tiempo de su celebración y por los vacíos de los diseños que se entregaron al contratista, pero que estos no eran imputables exclusivamente al IDU, sino también al consorcio Construlíderes que, de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 1.18 de los pliegos de condiciones
, debía inspeccionar las zonas objeto de la licitación.
Con base en lo expuesto, el Tribunal concluyó lo siguiente (transcripción de forma literal, incluso con posibles errores):

En consecuencia, al haberse pactado el precio del contrato en manera global, constituir una obligación del contratista inspeccionar la zona objeto de la licitación a efectos de presentar una propuesta que reflejara la realidad de la obra (…), sumado al hecho de que (...) ya se suscribió un acta que reconoció a favor del consorcio Construlíderes la existencia del desequilibrio económico del contrato, la Sala procederá a negar las pretensiones de la demanda, al no encontrar en el caso concreto elementos objetivos que determinen la existencia de un desequilibrio económico del contrato.
Adicionalmente, el a quo consideró improcedente la objeción por error grave formulada por el IDU en contra del dictamen pericial rendido en el proceso, por cuanto los argumentos que sustentaban el reproche constituían una discrepancia con sus conclusiones, pero no revelaban ninguna inconsistencia o error en los razonamientos del perito.  
5. El recurso de apelación

Inconforme con la anterior decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación
, con el fin de que se revocara y, en su lugar, se accediera a las pretensiones. 
Sostuvo que el Tribunal, en desconocimiento de lo realmente probado en el expediente, confundió las obras complementarias con las mayores áreas intervenidas, estas últimas que, según señaló, son las reclamadas en la demanda objeto de estudio. Añadió que hubo una valoración equivocada de las pruebas, porque el restablecimiento económico que se hizo en el acta No. 30 del 31 de octubre de 2005 versó únicamente sobre algunas obras complementarias, tales como muros, gradas y cambios de nivel en espacios públicos, pero no sobre las mayores áreas sobre las que el consorcio ejecutó las intervenciones constructivas.
Por otra parte, indicó que no era cierto que el consorcio no hubiera satisfecho la carga de visitar las zonas donde se localizaban las vías que debían intervenirse. También afirmó que la modalidad de pago pactada no impedía el pago de las cantidades ejecutadas en la mayor área intervenida.

Dijo que no era razonable exigirle al consorcio Construlíderes que, producto de la visita al sitio de las obras, definiera exactamente las áreas que debían intervenirse o que pusiera en duda la magnitud que el IDU indicó en la adenda No. 2 a los pliegos de condiciones. A estos planteamientos agregó que el Tribunal a quo desconoció los testimonios rendidos en el proceso, en especial el del representante de la interventoría, quien indicó que los replanteos que podían evidenciar la mayor área de las intervenciones se llevan a cabo después de la celebración del contrato, pero no antes. 

Se refirió al dictamen pericial decretado en el proceso y subrayó que el perito concluyó que el IDU, en la adenda No. 2 a los pliegos de condiciones, precisó las localidades en donde debían ejecutarse las actividades de construcción, pero no incluyó un nuevo listado con las vías que debían intervenirse. 
Adicionalmente, señaló que el consorcio contratista solamente podía hacer una visita general de los barrios ubicados en las localidades indicadas en la adenda No. 2 a los pliegos de condiciones, pero que no podía definir con precisión matemática el área total de las intervenciones, habida cuenta de que se desconocían cuáles eran las vías específicas y las cotas de origen-destino.

6. Trámite en segunda instancia 

El recurso de apelación fue admitido por esta Corporación mediante auto del 28 de noviembre de 2012
. Posteriormente, a través de providencia del 25 de enero de 2013
 se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera su concepto.

La parte actora reiteró los argumentos planteados en el recurso de apelación. En adición a ello, se refirió a las pruebas que supuestamente acreditaban que el IDU no puso a disposición de los proponentes los diseños de las vías y que el área estimada por tal entidad en los pliegos fue inferior al área realmente intervenida, de ahí que dicha entidad no haya cumplido con su deber de planeación
.
El IDU solicitó que se confirme la sentencia apelada, toda vez que los costos que se causaron por las diferencias entre el área estimada en los pliegos de condiciones y el área realmente intervenida fueron reconocidos en el acta No. 30 del 31 de octubre de 2005. También señaló que el consorcio Construlíderes no fue diligente al momento de cumplir su carga de visitar las zonas de las obras para verificar la descripción de las vías y así estimar el valor de su oferta. Por último, sostuvo que el riesgo de mayores cantidades de obra lo asumió el contratista, en consideración a que el pago se pactó bajo la modalidad de precio global fijo sin fórmula de reajuste
. 
El Ministerio Público rindió concepto, en el sentido de que debe revocarse la sentencia de primera instancia, en tanto, a su juicio, sí se configuró un rompimiento del equilibrio contractual. Con base en el dictamen pericial rendido en el proceso, señaló que le asistía razón al consorcio en cuanto a que la visita a los sitios no permitía identificar las diferencias de áreas que se presentaron, pues en la etapa licitatoria no se conocieron los sitios exactos de ubicación de las vías. También indicó que, si bien hubo reconocimiento de obras complementarias conforme con lo expresado en el acta No. 30 del 31 de octubre de 2005, lo cierto es que los costos por la mayor área intervenida no se pagaron
. 
Encontrándose el proceso pendiente de dictar sentencia, el magistrado José Roberto Sáchica Méndez, con fundamento en el artículo 150.1 del Código de Procedimiento Civil, manifestó su impedimento para conocer del asunto de la referencia.
Mediante auto del 28 de junio de 2021, el despacho de la magistrada ponente de esta providencia declaró fundado el impedimento y, como consecuencia, avocó el conocimiento del presente asunto para elaborar proyecto de sentencia.
III. C O N S I D E R A C I O N E S
1. Jurisdicción y competencia
1.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 82 del CCA, modificado por el artículo 1° de la Ley 1107 de 2006 -vigente para la fecha en que se interpuso la demanda-, la jurisdicción de lo contencioso administrativo conoce de las controversias y litigios que se originan en las actividades de las entidades públicas y de las privadas que desempeñen funciones propias de los distintos órganos del Estado. 

En este caso, la controversia gira en torno al contrato No. 257 del 26 de diciembre de 2003, que fue suscrito entre el IDU y el consorcio Construlíderes. Pues bien, como la entidad contratante es un establecimiento público, cabe concluir que, al tenor de lo dispuesto en la letra a) del numeral 1 del artículo 2 de la Ley 80 de 1993
, aquella es de carácter estatal y, por ende, a la jurisdicción de lo contencioso administrativo le corresponde el conocimiento de este asunto. 
1.2. La Sala es competente para conocer del presente asunto en segunda instancia, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia del 28 de marzo de 2012, proferida por la Subsección B de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, y por tratarse de un proceso con vocación de doble instancia por razón de la cuantía, según lo dispuesto en el artículo 129 del CCA
, dado que la única pretensión de condena
 excede los 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes
 a la fecha de presentación de la demanda
.

2. Ejercicio oportuno de la acción

Al tenor de lo previsto en el literal c), numeral 10, del artículo 136
 del CCA, si el contrato requiere de liquidación y si esta se efectúa de común acuerdo por las partes, la acción de controversias contractuales debe instaurarse dentro de los dos años siguientes a la suscripción del acta de liquidación bilateral. 

Como el contrato No. 257 celebrado entre el IDU y el consorcio Construlíderes fue liquidado bilateralmente el 11 de agosto de 2009
, el plazo de los dos años para interponer la demanda venció el 12 de agosto de 2011. 
En ese sentido, dado que el escrito inicial se presentó el 24 de septiembre de 2009
, se concluye que se hizo en la oportunidad legalmente prevista. 
3. Caso concreto

De acuerdo con los reparos concretos del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, la Sala examinará, en primer lugar, el alcance del acta No. 30 del 31 de octubre de 2005, pues, para el Tribunal, con dicho documento se restableció el desequilibrio alegado en la demanda por mayor área intervenida, mientras que para la recurrente ello no fue así, toda vez que, a su juicio, con esa acta se reconocieron algunas obras complementarias, mas no las mayores áreas intervenidas.
En caso de considerarse que con la aludida acta no se reconoció lo reclamado en la demanda por mayores áreas intervenidas, la Subsección pasará a estudiar la obligación que le asistía al consorcio Construlíderes de visitar las zonas licitadas, así como también la información con la que contaban los proponentes para realizar su oferta -punto apelado-, para luego analizar si, en virtud de la modalidad de pago de precio global sin reajuste, el contratista asumió o no la obligación de que se ejecutaran mayores cantidades de obra por las diferencias entre el área de las vías que se indicó en los pliegos de condiciones y la que realmente se intervino. 
3.1. El alcance del acta No. 30 del 31 de octubre de 2005
En este punto debe definirse si con la aludida acta se reconocieron o no las mayores áreas intervenidas por el consorcio con ocasión del contrato en cuestión.
De acuerdo con las pruebas que obran en el expediente, la Sala constata que el área total de las vías que intervino dicha figura asociativa fue superior a la que indicó el IDU en la adenda No. 2 a los pliegos de condiciones. Así lo ratificó la interventoría del contrato en distintas comunicaciones, tal como pasa a verse a continuación.
- Mediante oficio No. 269-190-04 del 24 de agosto de 2004
, la interventoría le remitió a la entidad demandada las “carteras” topográficas de las áreas objeto de los trabajos viales, las que acompañó con un cuadro en el que se discriminaron las vías por localidad, ubicación y área. En dicho documento, a su vez, se señaló que el área total de las vías que debían intervenirse era de 20.357 metros cuadrados y no los 17.176 que se indicaron en la adenda No. 2 a los pliegos de condiciones.

- A través de la comunicación 082134 del 8 de septiembre de 2004, la Interventoría le informó al IDU que “luego de presentar los correspondientes informes, se acordó en Comité de Obra la necesidad de realizar esta evaluación, cuantificación y conciliación de área de manera conjunta entre la Interventoría de Obra y el Consorcio Construlíderes, ejercicio que arrojó un valor total conciliado de 20.357,40 m2, es decir que efectivamente existe una diferencia entre el área del proceso licitatorio (17.176 m2), y el área real por ejecutar (20.357,40 m2) igual a 3.181,40 metros cuadrados”
. 
Dicho lo anterior, ha de precisarse que el área que el contratista intervino sobre las vías no fue de 20.357 metros cuadrados, sino de 19.549. Lo anterior, por cuanto las intervenciones sobre la vía ubicada en la calle 1 bis c, entre carrera 1 a este y carrera 2 a este –tramo incluido en las áreas adicionales-, no se pudieron ejecutar por oposición de la comunidad. Así quedó documentado en el acta No. 25 del 8 de mayo de 2005 de recibo final de las obras
: 

Total ÁREA EJECUTADA CONTRATO = 20.357,40 m2

Menos la vía ubicada en la Calle 1 Bis C entre Carrera 1 A Este y Carrera 2 A Este (Área= 897.50 m2), la cual no se ejecutó por problemas con la comunidad por lo tanto no se tiene en cuenta esta área de vía.

Dado lo anterior tenemos una diferencia total de áreas entre las iniciales y las realmente intervenidas de: 

DIFERENCIA DE ÁREAS= 3180.94m2 – 897.50m2 (vía sin ejecutar) = 2283.44m2 (negrillas del texto original).
En lo que corresponde al acta No. 30 del 31 de octubre de 2005
, la Sala encuentra probado que esta fue suscrita por el representante del consorcio, el interventor y los subdirectores técnicos de pavimentos locales y de malla vial del IDU. En este documento, el IDU reconoció un pago de $325’217.392 por obras complementarias. 
Contrario a lo que sostuvo el Tribunal a quo en la sentencia apelada, la Subsección advierte que con dicha acta no se reconocieron los costos generados por la mayor área intervenida. En efecto, el ingeniero Manuel Santiago Ocampo Terreros, a quien se designó como perito para rendir el dictamen solicitado por la parte demandante
, indicó (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores): 
El valor reconocido y pagado por el Instituto por las obras complementarias fue de (...) $325’217.352 mcte., tal como aparece en el cuadro D-3 OBRAS COMPLEMENTARIAS del acta No. 25 de RECIBO FINAL DE CONTRATO DE OBRA (....) El valor pagado por concepto de las obras complementarias no corresponde al valor de la mayor área intervenida reclamada por el demandante de que trata el dictamen pericial. 

Tal como aparece en el cuadro 5 de la Justificación 3-c, ninguna de las descripciones de los 25 ítems de obra que aparecen en el Acta No. 25 de RECIBO FINAL DE CONTRATO DE OBRA, en el capítulo D – OBRA EJECUTADAS, en el Cuadro D-3 OBRAS COMPLEMENTARIAS, corresponden a obras viales
. 
Lo dicho por el perito encuentra justificación en la medida en que, una vez revisada la descripción de los 25 ítems que aparecen como obras complementarias en el acta No. 25
 de recibo final de obra -que posteriormente fueron incluidos en el acta No. 30 del 31 de octubre de 2005-, se constató que ninguno de ellos está relacionado con intervenciones para la construcción o el mantenimiento de las vías objeto del contrato en cuestión, sino para la elaboración de muros y de gradas.

Debe precisarse que en el acta No. 25, suscrita el 8 de mayo de 2005, antes de que se reconocieran las obras complementarias, se registraron por separado los ítems de obra ejecutados en las vías del contrato principal –respecto de las cuales se presentaron las diferencias de área– y los 25 ítems de obras complementarias, y que solo estas últimas se incluyeron en el acta No. 30 del 31 de octubre de 2005.

Además, conviene señalar que la conclusión del perito es coherente y consistente con lo manifestado por la interventoría del contrato en la comunicación 269-388-04 del 17 de febrero de 2005, en la que se remitió al IDU el presupuesto complementario de obras presentado por el Consorcio, que sirvió de base para la elaboración del acta No. 30, y en la que se indicó que hubo necesidad de ejecutar actividades complementarias por los vacíos que se presentaron en los diseños suministrados por el IDU (transcripción literal, incluso con posibles errores):
Dichas actividades complementarias se tuvieron que desarrollar porque los diseños entregados por el IDU para la realización de los tramos viales no contemplaban la construcción de actividades, como es el caso de:

· Muros de contención para la conformación de la estructura de la vía.

· Muros de contención para estabilizar posibles zonas de derrumbe. 

· Conformación de cambios a nivel en zona de espacio público.

· Gradas para acceso a predios por diferencia de alturas.

Las obras enunciadas anteriormente involucran una serie de actividades para su ejecución, las cuales se contemplaron y relacionaron como obra complementaria. 

Las localidades que más presentaron falencias en sus diseños fueron:

· Ciudad Bolívar (Barrio Juan Pablo II sector), Rafael Uribe (Barrios Nuevo Pensilvania y El Portal)

De acuerdo a las inconsistencias presentadas, al parecer, no se tuvo en cuenta en los diseños entregados las pendientes de cada uno de los tramos viales establecidos. De esta manera, en estas vías, se procedió a ejecutar obras de contención no estipuladas en los diseños y que eran de necesaria construcción, como la conformación obras para no desestabilizar cortes de terreno natural, y conformar zonas de cambios de nivel en el área de espacio público
. 
Por otra parte, se destaca que, con base en el memorando interno del 18 de abril de 2005 de la Dirección Técnica Legal del IDU, el Tribunal a quo sostuvo que con el acta No. 30 se reconoció el desequilibrio alegado por la parte actora por mayores áreas intervenidas; sin embargo, la Subsección encuentra que en el citado memorando el IDU precisó que las reclamaciones del consorcio a esa fecha versaban sobre dos componentes diferentes: (i) el valor de las obras complementarias por $341’951.426 y (ii) el de las cantidades de obra ejecutadas por mayor área intervenida por $412’.438.026, y concluyó que solamente procedía el pago del primero de ellos, correspondiente al de las obras complementarias.
Esto se consignó en el mencionado documento (transcripción literal, incluso con posibles errores):
Así mismo, mediante la citada comunicación, la Dirección Técnica de Malla Vial, presentó el valor total de la reclamación efectuada por el Contratista, el cual expondremos en el siguiente cuadro:
	Valor total reclamación Construlíderes

	VALOR OBRAS COMPLEMENTARIAS
	$341.951.426

	VALOR DIFERENCIA ÁREAS
	$412.438.026

	VALOR TOTAL 
	$754.389.452


CONSIDERACIONES DE LA DIRECCIÓN TÉCNICA LEGAL

Estudiado el tema puesto a nuestra consideración por la Dirección Técnica de Malla Vial, esta Dirección considera, lo siguiente:

La Dirección Técnica de Malla Vial debe reconocer al Contratista CONSTRULÍDERES las mayores cantidades de obra por un valor $341.951.426
 (negrillas del texto original).

En el expediente también se encuentra acreditado que, mediante la comunicación 257-03-495-04 del 29 de agosto de 2005, el director de obra del contrato le remitió al IDU el acta No. 30 para su aprobación y trámite, y le manifestó que la suscripción de dicho documento por parte del consorcio, que tenía por objeto el reconocimiento de las obras complementarias, no suponía una renuncia a reclamar las cantidades de obra ejecutadas en la mayor área intervenida, las cuales la entidad demandada no accedió a compensar
. 
Por lo expuesto, la Sala considera que en el acta No. 30 no se reconocieron ni se pagaron las cantidades de obra ejecutadas en la mayor área intervenida -que el IDU denominó como “valor diferencia áreas” en el memorando interno-, de ahí que, precisamente por esta razón, el contratista dejó una salvedad
 expresa -para reclamar su pago- en la comunicación que acompañó la respectiva acta. 
3.2. La carga de inspeccionar las zonas de las obras y la información con la que contaban los proponentes sobre las vías que debían intervenir
La Sala se referirá a los reparos de la parte recurrente en relación (i) con la afirmación realizada por el a quo, en el sentido de que el consorcio, en su condición de proponente, no inspeccionó las zonas de las obras y (ii) con la omisión en la valoración de las pruebas que, en su criterio, demostraban que los oferentes no conocían los sitios exactos en donde se ejecutarían los trabajos y acreditaban que la inspección a las zonas de las obras no permitía identificar la diferencia de área.
En cuanto al punto (i), la Subsección precisa que la actora le dio a las afirmaciones del Tribunal un alcance que no tenían, en tanto lo que consideró el a quo en su sentencia fue que el contrato se pactó a precio global y que, por tal razón, el proponente debía actuar con especial diligencia, situación que explicaba la carga que se les impuso a los oferentes de inspeccionar las zonas de las obras. Es así que la referencia que el Tribunal hizo al numeral 1.18
 de los pliegos de condiciones tuvo por objeto fundamentar la tesis de que en un contrato a precio global los proponentes deben actuar con diligencia para evaluar los costos directos e indirectos en los que incurrirían para la realización de la respectiva obra. 

Por lo anterior, según se observa en el fallo apelado, se reitera que en aquel no se hizo una afirmación en el sentido de que el consorcio Construlíderes hubiera incumplido la carga de inspeccionar las obras licitadas. 
En lo que concierne al punto (ii), la Sala se pronunciará sobre las dos pruebas que supuestamente el Tribunal no valoró y que, a juicio de la recurrente, demostraban que, en todo caso, la inspección de la zonas de la obras no le permitía al consorcio Construlíderes identificar y definir la inexactitud del área que el IDU estimó en los pliegos de condiciones. En criterio de la parte actora, las pruebas que el a quo pasó por alto en su sentencia fueron las siguientes: el dictamen pericial y el testimonio del director de la interventoría del contrato.

Resulta pertinente señalar que, en relación con la información con la que contaron los proponentes y la fecha de entrega de los diseños, el perito hizo las siguientes manifestaciones que la parte demandante destacó en su recurso de apelación (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores):
Sin embargo, y tal como aparece en el oficio 269-217-04 del 08 de septiembre de 2004, dirigido por la Interventoría al IDU con radicado No. 082134, la única información a la cual tuvieron acceso los proponentes durante el proceso licitatorio fue el área total de las vías a intervenir sin sus respectivos Estudios y Diseños (ver Justificación 1 – j). También es cierto que, aunque en el Adendo No. 2 de la Licitación Pública No. IDU-LP-DTMV-053-2003 se presentó una modificación de las localidades y del área total de construcción (ver justificación 1 – k) que se había presentado inicialmente en el APÉNDICE A – ESPECIFICACIONES PARTICULARES DE CONSTRUCCIÓN, en el título DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PROYECTO, en este Adendo no aparece el nuevo listado con las vías a intervenir dentro del objeto del contrato
.   
La Sala advierte que las afirmaciones del perito se corroboran con los documentos de la licitación que obran en el expediente, pues los diseños y los planos de las vías que debían intervenirse no estuvieron a disposición de los interesados en el proceso de selección, por cuanto los pliegos establecieron que estos se suministrarían al contratista
. Es igualmente cierto que en la adenda No. 2 el IDU modificó el apéndice A de los pliegos de condiciones, con el fin de precisar las localidades donde se situaban las vías objeto de ejecución y que no incluyó un “nuevo listado” de vías diferente al que figuraba en los pliegos de condiciones definitivos. 
A pesar de que los proponentes no tuvieron a disposición los diseños y los planos de las correspondientes vías y de que en la aludida adenda No. 2 no se incluyó el “nuevo listado” de los tramos que harían parte de las obras, la Sala destaca que no tiene fundamento la inferencia que hizo la parte actora en la apelación, según la cual la “visita a la zonas de las obras presentaba la imposibilidad de saber los sitios exactos de las vías a donde se debía dirigir el proponente”
. Para la Sala, los oferentes sí podían saber la localización exacta de todas y cada una de las 42 vías que debían intervenirse. 
En efecto, en la descripción general del proyecto del apéndice A de los pliegos de condiciones definitivos se incluyó una tabla de seis columnas, en las que precisaron la localidad, el identificador del segmento a intervenir (CC_ID), las calles y carreras de las 42 vías donde debían ejecutarse las intervenciones
. Si bien es cierto que las localidades que se indicaron en la tabla correspondían a Santa Fe, Bosa, Kennedy, Puente Aranda, Rafael Uribe Uribe y Ciudad Bolívar y que la versión inicial del pliego aludía, equivocadamente, a las localidades Chapinero, Engativá y Fontibón, el asunto se aclaró en la adenda No. 2
 a los pliegos de condiciones. 
En esta modificación a los pliegos, en concordancia con la información de la tabla a la que se acaba de hacer referencia, el IDU precisó que “las obras a realizar consisten en la CONSTRUCCIÓN Y MANTENIMIENTO DE ACCESO A BARRIOS Y PAVIMENTOS LOCALES CUARTA ETAPA EN VARIAS LOCALIDADES y están ubicadas en las Localidades de Santa Fe, Bosa, Kennedy, Puente Aranda, Rafael Uribe y Ciudad Bolívar, en un área aproximada de 17,176 metros cuadrados”
. La tabla del apéndice A que relacionaba los 42 tramos de vía, cuya área se estimó en 17.176 metros cuadrados, no fue modificada en el proceso licitatorio. 

Una segunda prueba que acredita esta conclusión es el documento que el IDU puso a disposición de los interesados como resultado de la solicitud elevada por uno de ellos en el proceso de selección para que se entregaran los soportes de las áreas de las vías
. Ese documento
, que el consorcio volvió a solicitar a la entidad demandada en el cumplimiento del contrato y al que reconoce haber tenido acceso en el procedimiento licitatorio
, contiene una tabla con exactamente las mismas 42 vías que se indicaron en el apéndice A de los pliegos definitivos. La particularidad de esta tabla radica en que agregó una columna con el área estimada de cada una de las vías, las cuales sumaban los 17.176 metros cuadrados que el IDU indicó, a título aproximativo, en la adenda No. 2 a los pliegos de condiciones. 
En ese contexto, y contrario a lo indicado por la parte demandante en el recurso de apelación, la Sala considera que en el proceso de selección sí hubo suficiente información técnica que le permitía a los interesados ubicar, en su localización exacta, cada una de las vías objeto del proyecto respecto de las cuales se presentaron las diferencias de área que motivaron la reclamación. 

Por otra parte, frente al testimonio del director de la interventoría, la actora sostuvo que el Tribunal omitió valorar esa prueba, la cual demostraba que la inspección de las zonas de obras no permitía detectar la inexactitud del cálculo hecho por el IDU. 
Según se observa, dicho testigo afirmó que, en los procesos licitatorios, los interesados reciben una información que consultan y de la cual se fían, pero agregó que esa documentación debe ser revisada ante la incertidumbre sobre las cantidades que efectivamente se deben ejecutar para el cumplimiento del contrato. Esto dijo (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores):

(...) en los procesos licitatorios, cuando uno se presenta, le entregan una información y exponen la documentación correspondiente para que sean verificadas por los proponentes, pero al igual si uno quiere participar en un proceso licitatorio se atiene a lo que encuentra en esos documentos sin saber en ese momento si se gana el proceso, qué es lo que efectivamente se va a ejecutar y, por eso, se hacen visitas preliminares antes del inicio de una obra para establecer entre las partes efectivamente lo que se va a ejecutar de acuerdo con el contrato finalizado (...)
.
Por lo expuesto, la Sala no comparte la manifestación de la parte demandante en el recurso de apelación, en el sentido de que con la prueba pericial y testimonial se demostraba que la carga de visitar las zonas resultaba nugatoria porque en todo caso era imposible establecer la exacta ubicación y área de las vías objeto del contrato, dadas las limitaciones de información que enfrentó el consorcio Construlíderes. Esta afirmación no corresponde a lo ocurrido en el proceso licitatorio, porque los interesados sí contaron con la información suficiente sobre la localización exacta de cada una de las 42 vías, el barrio donde se ubicaban y el identificador del segmento a intervenir (CC_ID). 
No obstante, al margen de la posibilidad de establecer o no la diferencia del área de las intervenciones con la inspección que ordenaba el numeral 1.18 del pliego -sobre lo cual no se aportaron pruebas concluyentes-, ha de destacarse que el numeral 2.2.10. también le impuso al proponente el deber de “efectuar sus propias evaluaciones y análisis o estimativos que le permitan valorar el monto del valor global a proponer para las Obras de Construcción objeto del contrato”
. 
Lo anterior significa que, si el consorcio Construlíderes consideraba que tales análisis, estimaciones y evaluaciones no podían hacerse, debió advertírselo a la entidad demandada en cumplimiento del principio de buena fe, lo cual no hizo. 
En este punto de la providencia la Sala pone de presente que los proponentes tienen la carga de analizar la suficiencia y consistencia de los estudios previos y de los precios presupuestados, en orden a definir su participación en la licitación y el contenido de su oferta, pues el contratista no puede desconocer los términos y condiciones que aceptó y mucho menos aquellos que negoció con la entidad pública. Sobre el particular, esta Corporación ha señalado lo siguiente:
Frente a las controversias relacionadas con el principio de planeación y el derecho a pedir el restablecimiento de la ecuación económica del contrato, el Consejo de Estado, en jurisprudencia que el Tribunal a quo acogió en el presente proceso y que ahora se reitera, observó:

‘También resulta pertinente traer a colación para decidir el presente asunto, los razonamientos realizados por la Sección Tercera en el sentido de que los inconvenientes derivados de la inobservancia del principio de planeación por parte del contratista, a quien también le resultan exigibles severas cargas de diligencia, rigor y seriedad a la hora de estructurar las ofertas que presenta ante las entidades estatales, que conducen a deficiencias en la configuración económica de la propuesta que le privan de obtener las utilidades que esperaba alcanzar como resultado de la ejecución del contrato, no pueden escudarse tras el ficticio ropaje de desbalances sobrevenidos en la ecuación financiera del negocio, pues en tal tipo de eventos las circunstancias en cuestión debieron haber sido previstas y planificadas por el contratista como experto y conocedor de las artes o actividades en el marco de las cuales ofrece sus servicios a la entidad estatal'
.
En ese orden de ideas, ya descartados los argumentos de la apelación en cuanto a la falta de idoneidad de la información técnica de la licitación con base en la cual se estimó el área de las vías -cuestionamiento relacionado con la planeación del contrato, que se reiteró en los alegatos-, la Sala estudiará la modalidad de pago de precio global pactado, en tanto el Tribunal a quo, en parte, negó las pretensiones de la demanda con fundamento en ello, punto que, además, fue cuestionado por la parte actora en el recurso de apelación que interpuso, al indicar que dicha forma de pago no impedía el reconocimiento de las cantidades ejecutadas en la mayor área intervenida.
3.3. El contrato de obra a precio global y la obligación que asumió el consorcio para el cumplimiento del negocio jurídico
En el expediente se encuentra probado que las obras de construcción y mantenimiento de acceso a barrios y pavimentos locales, cuarta etapa, en las localidades de Santa Fe, Bosa, Kennedy, Puente Aranda, Rafael Uribe Uribe y Ciudad Bolívar se remunerarían mediante un precio global sin fórmula de reajuste
. 
Ahora bien, con el propósito de establecer si el consorcio Construlíderes asumió o no la obligación de ejecutar mayores cantidades de obra por intervenir una mayor área frente a la que el IDU indicó en la adenda No. 2 a los pliegos de condiciones, la Sala se referirá, de manera general, a las características de la modalidad de pago pactada, a las implicaciones que esta tiene frente a las obligaciones que asumen las partes y a la aplicación del principio del equilibrio financiero en este tipo de negocios jurídicos. 
3.3.1. La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que los contratos de obra por precio global son aquellos en los que el contratista, a cambio de las prestaciones que se compromete a cumplir, obtiene como remuneración una suma fija, siendo el único responsable de la vinculación de personal, de la elaboración de subcontratos y de la obtención de materiales, incluyéndose en el precio todos los costos directos e indirectos en que incurra en la ejecución de la obra
. 
Asimismo, se ha dicho que en los contratos de obra a precio global el valor establecido es vinculante y genera, por lo mismo, obligaciones mutuas, pues señala la contraprestación a la que tiene derecho el contratista por su trabajo, pero, a su vez, supone la obligación de ejecutar la totalidad de la obra por ese precio.
En ese contexto, las características del contrato de obra a precio global y la naturaleza de las obligaciones que asume el contratista implican que sea improcedente el reconocimiento de mayores cantidades de obra; sin embargo, esta afirmación no es de carácter absoluto, pues la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado, por un lado, que los contratistas no asumen riesgos anormales o imprevisibles y, por otra parte, que esta modalidad de pago para la realización de una obra no se opone a la aplicación del principio del equilibrio financiero
.
3.3.2. De cara al caso concreto y con apego a lo alegado en la demanda objeto de estudio, la Sala advierte que la obligación de pagar las cantidades de obra ejecutadas en la mayor área intervenida se fundamentó, en el escrito inicial, en la ruptura del equilibrio financiero del contrato. 
En efecto, en la primera pretensión se pidió que se declarara que “por causas ajenas al Consorcio, y propias de la Entidad Contratante, se rompió el equilibrio financiero del contrato”. Igualmente, en los fundamentos de derecho se hizo referencia a las normas atinentes al equilibrio económico de los contratos estatales y no a las de responsabilidad por incumplimiento de las obligaciones que tienen su fuente en un contrato; no obstante, no es menos cierto que en la misma pretensión primera se indicó que la causa de la alteración era atribuible al IDU y, además, que en los alegatos de conclusión de la actora en el trámite de la segunda instancia se alegó una deficiente planeación del proceso de contratación
. 
Debe señalarse que la jurisprudencia de la Subsección ha precisado las diferencias que hay entre la institución del equilibrio financiero de los contratos estatales y la responsabilidad contractual. Asimismo, ha determinado que, a la luz de cada caso concreto, se debe establecer bajo qué perspectiva deben analizarse las pretensiones del demandante, en aplicación del principio de prevalencia de la sustancia sobre las formas. 
Por ejemplo, en una sentencia que analizó un caso en el que se pedía mantener el equilibrio financiero del contrato por las diferencias que se presentaron entre las proyecciones de las líneas telefónicas que se debían instalar para su mantenimiento y las que efectivamente se instalaron, la Sala decidió acometer el análisis bajo la perspectiva del incumplimiento contractual: 

En distintas oportunidades esta Sala se ha ocupado de delimitar el alcance y el contenido de las figuras del equilibrio económico del contrato y del incumplimiento contractual, con el inequívoco propósito de precisar que, pese al tratamiento similar que se les ha brindado por diferentes sectores de la academia, la doctrina y la jurisprudencia, lo segundo no constituye una causa de lo primero. 

En ese sentido ha sostenido que dicha equivalencia puede verse afectada ya fuere por factores externos a las partes cuya ocurrencia se enmarca dentro de la teoría de la imprevisión o por diversas causas que pueden resultar  atribuibles a la Administración por la expedición de actos en ejercicio legítimo de su posición de autoridad, los cuales han sido concebidos por la doctrina como ‘Hecho del Príncipe’ o ‘Ius variandi’, dependiendo de la entidad de donde emanen, pero que no se derivan de la conducta antijurídica del extremo público contratante. 

(…).
Contrario sensu, el incumplimiento contractual supone la inobservancia de las obligaciones contraídas por virtud de la celebración del acuerdo negocial, infracción que bien puede cristalizarse por cuenta del cumplimiento tardío o defectuoso de las condiciones convenidas o por el incumplimiento absoluto del objeto del contrato. Cabe agregar que la configuración del incumplimiento no solo se presenta por la inobservancia de las estipulaciones contenidas en el texto contractual, sino en todos los documentos que lo integran, tales como los pliegos de condiciones o términos de referencia que, por regla general, fungen como soportes de la formación del vínculo jurídico. Así mismo tiene ocurrencia cuando la actuación de las partes desconoce el catálogo de principios que orientan la contratación estatal y que igualmente se entienden incorporados en la relación jurídica bilateral. 

(…).
Descendido lo anterior al caso concreto, la Sala evidencia que a pesar de que, tanto en el libelo introductorio como en el recurso de apelación, la parte actora reiteradamente sostuvo que el supuesto fáctico de su reclamación se apoyaba en la ruptura del equilibrio del contrato No. 0052/98, lo cierto es que el hecho generador de esa situación obedeció, en esencia, a la inobservancia de las obligaciones supuestamente contraídas por la entidad pública, que se encontraban contenidas en la invitación a cotizar, se entendían incorporadas en el contrato y aludían a la proyección del número de líneas telefónicas que debían ponerse en servicio y con base en las cuales se obtendría el valor unitario del mantenimiento contratado
. 
No obstante la pauta jurisprudencial puesta de presente, frente al caso concreto la Sala advierte que, a pesar de que la parte actora hizo unas anotaciones menores que son propias de la responsabilidad contractual y más que estudiarse o enmarcarse el presente asunto como uno de desequilibrio económico -como lo hizo el a quo-, debe resolverse en el sentido de determinar si el contratista, al suscribir el negocio jurídico en cuestión a precio global fijo, asumió la obligación de realizar mayores cantidades de obra o si estas excedieron el marco de lo pactado, tal como pasa a estudiarse a continuación. 

Precisado lo anterior, a la Subsección le corresponde determinar si Construlíderes asumió la obligación de intervenir una mayor área a la estimada en los pliegos para ejecutar las actividades de construcción de las vías objeto del contrato. 
Se observa que, tanto en las comunicaciones cruzadas como en los argumentos que formuló en el curso del proceso, el consorcio dijo no haber asumido la obligación, a pesar de haberse pactado un precio global como modalidad de pago. 
- En la comunicación del 24 de agosto de 2004, el contratista le manifestó al IDU lo siguiente (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores):

Así mismo, recalcamos que los riesgos que debíamos asumir de acuerdo con el contrato los estamos asumiendo y en ningún momento estamos trasladando a la entidad costos generados por omisiones o negligencias al momento de realizar la oferta, nuestra solicitud se basa en el hecho de tener un contrato a precio global con una meta física definida, la cual para lograr el fin perseguido con el contrato se ha incrementado y dicho incremento no podía ser previsto al momento de presente oferta”
. 
- En ese mismo sentido, en el memorial en el que la parte actora se pronunció sobre las objeciones por error grave al peritazgo que formuló el IDU y que el Tribunal declaró infundadas se sostuvo (transcripción literal, incluso con errores): 
Aquí se hace pertinente anotar que la argumentación de la objetante confunde (…) dos temas distintos: uno es el área intervenida, y otro, muy diferente, las mayores cantidades de obra que se presenten en la intervención de una determinada área. La causa jurídica de este proceso no es la mayor cantidad de obra en la misma área a intervenir, sino la mayor cantidad de área intervenida con sus consiguientes cantidades de obra (…) un contratista asume las mayores cantidades de obra en relación con las metas físicas señaladas en la licitación, no asume las obras que no estén indicadas y que carecen de descripción de ítem y de su precio respectivo, sean adicionales o complementarias
.  
En ese contexto, la Sala analizará las pruebas que reposan en el expediente para establecer si, como sostiene la demandante, la “meta física” del proyecto o el resultado que el consorcio se obligó a obtener se limitaba o no a la ejecución de intervenciones constructivas en un área total de 17.176 metros cuadrados, magnitud indicada por el IDU en la adenda No. 2 a los pliegos de condiciones. En efecto, si las pruebas acreditan que las obligaciones asumidas por el contratista estaban limitadas de ese modo, habría lugar a estudiar si las cantidades de obra ejecutadas superiores al área 17.176 metros cuadrados fueron excesivas o no al punto de romper el equilibrio contractual, según lo manifestado por la Subsección:
Bajo esa comprensión, en el contrato a precio global lo que exceda el marco de lo pactado en el acuerdo primario constituye una verdadera obra adicional cuya ejecución en términos de precio, objeto y cantidades debe estar condensada en el respectivo contrato adicional. Ahora bien, puede ocurrir que la necesidad de ejecutar unas obras adicionales distintas a las inicialmente previstas en el contrato a precio global constituya una causa de alteración o de ruptura de su equilibrio económico, en tanto supone un exceso al marco obligacional contraído por las partes al suscribir el contrato primigenio y cuya ejecución no se encontraba concebida de entrada por las partes
.
La Sala parte por señalar que la cláusula primera fijó el objeto del contrato, en la cual se hizo alusión a “las obras requeridas para la CONSTRUCCIÓN Y MANTENIMIENTO DE ACCESO A BARRIOS Y PAVIMENTOS LOCALES CUARTA ETAPA EN VARIAS LOCALIDADES, EN BOGOTÁ D.C., de acuerdo con la descripción, especificaciones y demás condiciones establecidas en el Pliego de Condiciones, en especial con las estipuladas en el Capítulo 4 Apéndices A, B, C, D, E, F, G, H, y la propuesta presentada el 19 de noviembre de 2003”. 
Como ya se indicó, en la descripción general del proyecto que se hizo en el apéndice A de los pliegos de condiciones definitivos se incluyó una tabla de seis columnas, en las que precisaron la localidad, el identificador del segmento a intervenir (CC_ID), las calles y carreras de las 42 vías en donde debían ejecutarse las intervenciones
.
Se advierte que la tabla del apéndice A que relacionaba los 42 tramos de vía, cuya área se estimó en 17.176 metros cuadrados en la adenda No. 2, no fue modificada en el proceso licitatorio. Este es un primer elemento indicativo que le permite afirmar a la Sala que el resultado al que se obligó el consorcio Construlíderes no fue la ejecución de intervenciones en un área fija de 17.176 metros cuadrados, sino la construcción y mejoramiento de 42 vías, cuya área total se estimó, de manera aproximada, en esa cifra. Esta conclusión, además, encuentra respaldo en el documento que el IDU puso a disposición de los interesados como resultado de las solicitudes hechas por uno de los oferentes en el proceso de selección para que se entregaran los soportes del área de las vías
. Como se dijo atrás, dicho documento contiene una tabla con exactamente las mismas 42 vías que se indicaron en el apéndice A de los pliegos definitivos y el área estimada de cada una de ellas, que, sumadas, alcanzaban los 17.176 metros cuadrados. 

En ese orden de ideas, la Sala considera que no resulta de recibo el argumento de la parte actora según el cual el objeto del contrato -o el alcance físico, como lo denominó- estaba limitado a la ejecución de intervenciones en un área de vía fija de 17.176 metros cuadrados. Lo anterior, por cuanto esa apreciación del consorcio, además de no tener asidero en el tenor literal del contrato, priva de efecto útil
 el contenido de la cláusula sobre el objeto, que precisó que los trabajos debían ejecutarse con arreglo a “(...) la descripción, especificaciones y demás condiciones establecidas en el Pliego de Condiciones, en especial con las estipuladas en el Capítulo 4 Apéndices A”. Se destaca que la descripción, especificaciones y demás condiciones de las vías son, precisamente, las que se indicaron en la tabla del apéndice A, que detallaba la localización, circuito y segmento de intervención.
Asimismo, resulta pertinente agregar que la postura del consorcio también desconoce los efectos de la expresión “aproximada” que el IDU empleó para referirse al área de las 42 vías que debían construirse y mantenerse.
Por lo expuesto, la Sala concluye que el objeto del contrato y el resultado al que se obligó el consorcio Construlíderes fue la intervención de 42 vías en las localidades de Santa Fe, Bosa, Kennedy, Puente Aranda, Rafael Uribe Uribe y Ciudad Bolívar, cuya área calculó el IDU, con carácter aproximativo, en 17.176 metros cuadrados. 
Si bien se probó que el área de estas vías resultó superior a la que había calculado la entidad, esto no implicó que la obligación del contratista cambiara.
En efecto, el consorcio conservó la obligación de intervenir las 42 vías, pues, como dijo la interventoría, los segmentos que el contratista se comprometió a construir y mantener según el alcance original del contrato no sufrieron alteraciones: “los términos de referencia son claros en el sentido de establecer el alcance del contrato de construcción y su meta física de ejecución en términos de número, identificación y localización de las vías a intervenir, las cuales no han sido modificadas a partir del listado incluido en el proceso licitatorio”
. Así lo demuestra el cuadro incluido en la página final del acta de recibo de obra del 8 de mayo de 2005, que registró a doble columna, respecto de las mismas vías del alcance básico, las diferencias de área que motivaron la reclamación del consorcio Construlíderes
. 
En conclusión, la intervención de las 42 vías, aunque en un área mayor a la que estimó el IDU, no constituyó una imposición de la entidad, ajena o adicional a las condiciones pactadas en el contrato. Hay que decir, entonces, que esa era la obligación asumida por el consorcio en virtud del negocio jurídico, aunado al hecho de que el contrato de obra a precio global hace recaer en el contratista el riesgo de ejecutar mayores cantidades de obra, de manera que el consorcio no puede pretender un pago adicional al precio global que se pactó para remunerar los costos directos e indirectos en los que incurrió en la ejecución, más cuando no se probó que la mayor área intervenida y las mayores cantidades de obra constituyeron un álea anormal que haya ocasionado la ruptura del equilibrio económico del contrato.
Conviene agregar que, si bien la modalidad de pago pactada en el contrato no se opone a que el contratista reclame para sí la preservación de la simetría prestacional del contrato y el mantenimiento de su equilibrio financiero, lo cierto es que el rompimiento del equilibrio financiero del contrato no se produce simplemente porque el contratista deje de obtener utilidades o porque surjan mayores costos para solucionar las obligaciones a su cargo, pues debe probarse que soportó áleas anormales por circunstancias que no eran imputables a él y que se salían del ámbito de su control. 
En lo que corresponde a este caso, se tiene que en el dictamen pericial rendido a petición de la parte demandante no se probó que la diferencia entre el área estimada por el IDU (17.176 metros cuadrados) y el área realmente intervenida en cumplimiento del alcance básico del contrato (19.459 metros cuadrados), equivalente a 2283.44 metros cuadrados, constituyó un álea anormal. A su vez, en el expediente tampoco obra prueba de la insuficiencia del componente de imprevistos del AIU de la oferta económica –que el pliego exigió calcular a los proponentes (folio 66 del cuaderno No. 8 del tribunal)- para cubrir los mayores costos, ni hay evidencia de que la contabilidad de costos del Consorcio refleje una pérdida que de manera real y grave hubiese afectado la economía del contrato.
Por todo lo expuesto, la Sala confirmará la sentencia apelada, que negó las pretensiones de la demanda, pero por las razones expresadas en esta providencia. 
4. Costas

Dado que no se evidencia temeridad, ni mala fe de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo, subrogado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 28 de marzo de 2012, proferida por la Subsección B de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por las razones expuestas en esta providencia.
SEGUNDO: Sin condena en costas.
TERCERO: Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE                                      FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE
  MARÍA ADRIANA MARÍN                             MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO
	Nota: esta providencia fue suscrita en forma electrónica mediante el aplicativo SAMAI, de manera que el certificado digital que arroja el sistema permite validar la integridad y autenticidad del presente documento en el link https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8080/Vistas/documentos/evalidador. Igualmente puede acceder al aplicativo de validación escaneando con su teléfono celular el código QR que aparece a la derecha.
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� Previo trámite de impedimento del magistrado José Roberto Sáchica Méndez, este proceso ingresó para fallo al despacho de la magistrada ponente el 26 de julio de 2021.


� Folios 1 a 31 del cuaderno No. 3 del tribunal.


� Folio 231 del cuaderno No. 1 del tribunal.


� Folios 232 a 256 del cuaderno No. 1 del tribunal. 


� Folios 257 a 282 del cuaderno No. 1 del tribunal. 


� Folios 313 a 327 del cuaderno del Consejo de Estado. 


� “1.18. Visita de la zona objeto del contrato. Los proponentes deberán visitar e inspeccionar las zonas objeto de la presente licitación. Será responsabilidad de los proponentes la visita e inspección del sitio en el cual se realizarán los trabajos. El hecho que los proponentes no se familiaricen debidamente con los detalles y condiciones bajo los cuales serán ejecutados los trabajos, no se considerará argumento válido para posteriores reclamaciones judiciales”.


� Folios 357 a 364 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Folio 376 del cuaderno del Consejo de Estado. 


� Folio 378 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Folios 387 a 423 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Folios 380 a 386 del cuaderno del Consejo de Estado. 


� Folios 424 a 430 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Según lo previsto artículo 32 del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, son contratos estatales aquellos celebrados por las entidades descritas en el artículo 2 de la Ley 80 de 1993, norma esta última que dispone: “Para los solos efectos de esta ley (…) 1o. Se denominan entidades estatales: a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles” (se destaca).


�“Artículo 129.  El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales administrativos y de las apelaciones de autos susceptibles de este medio de impugnación, así como de los recursos de queja cuando no se conceda el de apelación o se conceda en un efecto distinto del que corresponda, o no se conceda el extraordinario de revisión”.


� Se pidió la suma de $501’000.000.


� A la fecha de presentación de la demanda (2009) 500 SMLMV equivalían a $248’450.000.


� La demanda se presentó el 24 de septiembre de 2009, por lo que la norma de competencia aplicable es la Ley 446 de 1998, que modificó el artículo 132 del CCA, el cual quedó en los siguientes términos: "Artículo 132. Competencia de los tribunales administrativos en primera instancia. Los Tribunales Administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos (…) 5. De los referentes a contratos de las entidades estatales en sus distintos órdenes y de los contratos celebrados por entidades prestadoras de servicios públicos domiciliarios, cuando su finalidad esté vinculada directamente a la prestación del servicio, cuando la cuantía exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales”.


� “10. En las relativas a contratos, el término de caducidad será de dos (2) años que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento. En los siguientes contratos, el término de caducidad se contará así (...) c) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años contados desde la firma del acta”.


� Folios 198 y 199 del cuaderno No. 3 del tribunal. 


� Se advierte que en este caso la parte demandante agotó el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial (folio 9 del cuaderno No. 8 del tribunal).


� Folios 125 y 126 del cuaderno No. 3 del tribunal.


� Folios 118 a 120 del cuaderno No 3 del tribunal. 


� Folio 189, cuaderno No. 3 del tribunal.


� Folios 193 a 197 del cuaderno No. 3 del tribunal.


� En la demanda se solicitó decretar la práctica de un pericial por parte de un ingeniero civil especializado en obras de vías para que verificara la cantidad de área realmente intervenida en la ejecución del contrato y su diferencia frente al área establecida en los pliegos de condiciones (folio 43 del cuaderno No. 1 del tribunal), prueba que fue decretada mediante auto del 2 de junio de 2012 (folio 63 del cuaderno No. 1 del tribunal).


� Folio 21 del cuaderno No. 6 del tribunal.


� Folios 187 y 188 del cuaderno No. 3 del tribunal. 


� Folios 134 y 135 del cuaderno No. 3 de tribunal. 


� Folios 156 y 157 del cuaderno No. 3 del tribunal. 


� Folio 414 del cuaderno No. 8 del tribunal. 


� En estos términos se consignó la salvedad referida (transcripción literal, incluso con posibles errores): “(...) el Consorcio Construlíderes manifiesta que se reserva el derecho de reclamar por la vía judicial o extrajudicial que corresponda el reconocimiento y pago de la diferencia entre el área inicial del contrato y el área real intervenida que equivale a 2273.44 m2 por un valor de $305’301.451 (...), lo anterior teniendo en cuenta la comunicación 269-286-04 emitida por la Interventoría el 25 de octubre de 2004, lo cual no está siendo reconocido por el IDU con esta acta (folio 414 del cuaderno No. 8 del tribunal).


� “1.18. Visita de la zona objeto del contrato. Los proponentes deberán visitar e inspeccionar las zonas objeto de la presente licitación. Será responsabilidad de los proponentes la visita e inspección del sitio en el cual se realizarán los trabajos. El hecho que los proponentes no se familiaricen debidamente con los detalles y condiciones bajo los cuales serán ejecutados los trabajos, no se considerará argumento válido para posteriores reclamaciones judiciales”.


� Folio 4 del cuaderno No. 6 del tribunal. 


� En relación con la oportunidad en la que se entregarían los diseños, el pliego de condiciones estableció claramente que se suministrarían al contratista, no que estarían a disposición de los proponentes (ver numeral 2.4.2 de los pliegos) (folio 97 del cuaderno No. 2 del tribunal). Igualmente, en el apéndice A del pliego, relativo a las especificaciones particulares de construcción, se precisó que “para el proyecto a ejecutar, el IDU suministrará al contratista los estudios y diseños de las vías objeto del contrato, los cuales han sido realizados mediante los contratos No. 458/02, 334/02, 325/02” (folio 145 del cuaderno No. 2 del tribunal).


� Folio 362 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Folios 145 y 146 del cuaderno No. 2 del tribunal. 


� Folio 93 del cuaderno No. 8 del tribunal. 


� Ibidem.


� A continuación se transcribe la solicitud de aclaración formulada por uno de los oferentes y la respuesta que el IDU brindó al respecto (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores): “2. WILLIAM SAAVEDRA BERNAL (PATRIA S.A.) Oficio con número de radicación 097679 del 12 de noviembre de 2013. 2.1 Amablemente solicitamos, nos sean entregadas las áreas de las vías a intervenir para cada uno de estos procesos ya que al realizar nuestra evaluación observamos, que el presupuesto oficial para construcción no alcanzaría para ejecutar la totalidad de las vías propuestas por el IDU en cada proceso y dado que es a precio global fijo generaría una pérdida económica grande para el contratista ya que no podría ejecutar el alcance total del contrato (…) Respuesta: Atendiendo a su solicitud, la Entidad puso a disposición de los interesados las tablas con las respectivas descripciones de la VIAS de la tercera etapa licitación pública IDU-LP-DTMV-052-2003 y DE LA CUARTA ETAPA LICITACIÓN PÚBLICA IDU-LP-DTMV-053-2003, las que se encuentran para consulta desde el día 12 de noviembre de 2003 en horas de la mañana” (se destaca) (folios 312 y 313 del cuaderno No. 2 del tribunal).


� Folios 132 y 133 del cuaderno No. 8 del tribunal.


� En este sentido, en la comunicación de 24 de agosto de 2004 con número de radicado 078912, el Consorcio le indicó al IDU: “Como se evidencia en la respuesta de solicitud de aclaraciones adicionales, el 12 m2, el cual fue recibido el de noviembre de 2003 se puso para consulta dicha información. En el Anexo 1 del presente documento se anexa el listado de vías cuarta etapa, señalando el área de cada vía un total de 17.178 m2, el cual fue recibido el 13 de mayo de 2004 con oficio STLC-6300 (…) Es de resaltar que durante el proceso licitatorio los proponentes no teníamos a disposición los estudios y diseños de las vías, la única información a la cual se tuvo acceso, para poder cotizar los trabajos fue el listado señalado en el anexo 1 y la tabla contenida en los pliegos de condiciones” (folios 128 y 129 del cuaderno No. 3 del tribunal).


� Folio 95 del cuaderno No. 1 del tribunal. Adicionalmente, el otro testigo que declaró en el proceso, el director de obra del consorcio Construlíderes, señaló que la inspección de las obras podía hacerse antes de iniciar el contrato (transcripción literal, incluso con posibles errores): “Preguntado: aclare al Despacho informando si ese replanteo se podía hacer antes de iniciar el contrato, si tenía algún costo y si se acostumbra en la época de las licitaciones para verificar los datos de las licitaciones. Contestó: sí se podía hacer, sin embargo, los cortos tiempos de las licitaciones no serían suficientes para realizarlos en su totalidad, sí tendría un costo que no está previsto en la etapa de licitación para el pago de comisiones topográficas que se necesitarían y para todo proceso licitatorio no se acostumbra hacer replanteos ni revisión de diseños sino simplemente una visita a obra de inspección ocular y las comprobaciones en terreno los replantes y materialización de los diseños los ejecuta el proponente favorecido una vez adjudicado el contrato con los planos de construcción y bajo los costos de ejecución de la obra(…)” (folio 229 del cuaderno No. del tribunal).


� Folio 88 del cuaderno No. 2 del tribunal.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 8 de mayo de 2019, expediente No. 59.309. La cita original es de la sentencia del 18 de marzo de 2015, expediente No. 33.223, M.P Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� En la cláusula segunda del contrato en cuestión se acordó (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores): “SEGUNDA.- VALOR: Para efectos legales el valor del presente contrato es la suma de DOS MIL DOSCIENTOS SIETE MILLONES CUATROCIENTOS TRECE MIL CUATROCIENTOS TRECE PESOS ($2.207.413.413) equivalentes a 6.648.8356 salarios mínimos legales mensuales vigentes para el año 2003, discriminado de la siguiente manera: a) Valor global para Obras de Construcción la suma de MIL DOSCIENTOS OCHENTA MILLONES TRESCIENTOS VENTIUN MIL DOSCIENTOS TREINTA Y CINCO PESOS M/CTE ($1.281.321.235). b) Valor global Ambiental y de Gestión Social la suma de OCHENTA Y NUEVE MILLONES QUINIENTOS OCHENTA MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y CINCO PESOSM/CTE ($89.580.895). c) Valor global para Manejo de Tráfico, Señalización y Desvíos las sumas de CINCUENTA Y NUEVE MILLONES QUINIENTOS OCHO MIL QUINIENTOS UN PESOS M/CTE (59.508.501). d) Valor total de las obras para Redes de Servicios Públicos la suma de SETECIENTOS TREINTA Y DOS MILLONES CIENTO NOVENTA Y SEIS MIL SETECIENTOS VEINTINUEVE PESOS M/CTE ($732.196.729) y e) Valor total del Mantenimiento la suma de CUARENTA Y TRES MILLONES OCHOCIENTOS SEIS MIL CINCUENTA Y TRES PESOS M/CTE ($43.806.053). Los anteriores valores no causan IVA de conformidad con lo previsto en el artículo 15 de la Ley 17 de 1992 y el artículo 100 de la Ley 21 de 1992 (negrillas del texto original) (folios 8 y 9 del cuaderno No. 2 del tribunal).


� Véase, entre otras, las siguientes providencias proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado: sentencia del 31 de agosto de 2011, expediente No. 18.080, M.P. Ruth Stella Correa; sentencia  del 29 de julio de 2015, expediente No. 41.008, M.P. Hernán Andrade Rincón, y sentencia  del 14 de septiembre de 2016, expediente No. 50.907.


� Esto ha dicho la Sección Tercera de esta Corporación: “Esta modalidad del contrato de obra pública, cuya remuneración consistía en una suma global fija y mediante la cual el contratista asumía la responsabilidad por aquellas actividades propias de la ejecución de la obras, como lo son la vinculación del personal, la celebración de subcontratos, la obtención de materiales y que para el cumplimiento de estas actividades actuaba bajo su propia cuenta y riesgo, dejando a salvo la responsabilidad de la Administración por los actos de su contratista, no significaba que éste tuviera la obligación de asumir o soportar todos los riesgos o cargas que se derivaran del contrato a precio global por circunstancias que no eran imputables a su conducta y que se salían del ámbito de su control” (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 29 de agosto de 2007, expediente No. 14.854, M.P. Mauricio Fajardo Gómez).


� Esto se planteó en los alegatos (se transcribe de forme literal, incluso con posibles errores): “La entidad actuó negligente y apresuradamente –no creemos que dolosamente- pues no cumplió su deber contractual de planeación debida, motivada muy seguramente por la necesidad de ejecutar el presupuesto del año fiscal 2003, aún sin tener debidamente terminados con antelación al proceso licitatorio, los estudios, diseños y proyectos, como se lo imponía el numeral 112 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993” (folio 400 del cuaderno del Consejo de Estado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 27 de enero de 2016, expediente No. 38.449.


� Folio 130 del cuaderno No. 3 del tribunal.


� Folio 198 del cuaderno No. 1 del tribunal.. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 14 de septiembre de 2016, expediente No. 50.907.


� Folios 145 y 146 del cuaderno No. 2 del tribunal.


� Folio 133 del cuaderno No. 8 del tribunal.


� Sobre el principio de interpretación del efecto útil, la Corporación ha señalado: “(...) se recuerda por la Sala que tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado han entendido que, cuando una norma puede ser interpretada de varias formas, el intérprete deberá preferir el entendimiento de la norma que le otorgue efectos prácticos a la disposición, en aplicación de lo que ha sido definido como el principio de interpretación del efecto útil de las regulaciones jurídicas (...) Así, interpretando razonablemente el contenido del numeral 8.5 del pliego de condiciones, para otorgarle un efecto práctico y útil a la disposición, conforme a su finalidad, encuentra la Sala que: (i) el pliego de condiciones indicaba claramente que para efectos de la evaluación de propuestas, se tendría en consideración el criterio comercial; (ii) la finalidad expresa de este criterio era lograr su ajuste a los cálculos de consumo de cajas proyectado por la Lotería de Boyacá, para que consultara la realidad de la demanda y evidenciara el conocimiento de los proponentes sobre la misma en cada una de las zonas licitadas; (iii) la fórmula matemática más razonable para calificar este criterio comporta que las propuestas que presenten un desfase del 5% por encima o por debajo de los cálculos se les habrá de reducir proporcionalmente cinco (5) puntos, dado que con ella es posible lograr el ajuste de las propuestas a los cálculos de consumo de cajas proyectado por la Lotería de Boyacá” (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 30 de enero de 2013, expediente No. 21.942, M.P. Danilo Rojas Betancourth).


� Folio 119 del cuaderno No. 11 del tribunal


� Folio 189 del cuaderno No. 11 del tribunal.
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